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Bogotá D.C., 30 de septiembre de 2026


Honorable Representante 
JOSÉ JAIME USCÁTEGUI PASTRANA
Presidente 
Comisión Primera Constitucional Permanente
Cámara de Representantes


Referencia: Informe Subcomisión de Presupuesto 2027 - Proyecto de Ley 152 de 2026 Cámara “Por la cual se decreta el presupuesto de rentas y recursos de capital y ley de apropiaciones para la vigencia fiscal del 1o. de enero al 31 de diciembre de 2027”

Respetado presidente,

En atención a la designación realizada por la honorable mesa directiva de la Comisión Primera nos permitimos rendir informe y recomendaciones de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 4 de la Ley 3ra de 1992 con relación al Proyecto de Ley 152 de 2026 Cámara “Por la cual se decreta el presupuesto de rentas y recursos de capital y ley de apropiaciones para la vigencia fiscal del 1o. de enero al 31 de diciembre de 2027”, que se encuentra en trámite en las comisiones económicas de la Cámara de Representantes.

El presente informe analiza los requerimientos y necesidades de las entidades de competencia de la Comisión Primera Constitucional Permanente respecto de la propuesta de asignación de recursos establecida en el proyecto de Presupuesto General de la Nación para la vigencia 2027, se plantean recomendaciones que buscan garantizar el cumplimiento de sus objetivos misionales y se compilan las observaciones de los miembros de la subcomisión sobre el estado de los sectores presidencia, interior, justicia, Rama judicial, organismos de control, organización electoral, sistema de verdad justicia y reparación e inclusión social y reconciliación.

De los honorables Congresistas, 




JULIO CÉSAR TRIANA QUINTERO 		MIGUEL ANGEL PINTO RUEDA
Representante a la Cámara 			Representante a la Cámara







JUAN DAVID LONDOÑO ARANGO 		DANIEL MAURICIO MONROY H.
Representante a la Cámara 			Representante a la Cámara





MÓNICA KARINA BOCANEGRA P.	FRANKLIN DEL CRISTO LOZANO 
Representante a la Cámara 			Representante a la Cámara
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[bookmark: _heading=h.sox3im3vyeon]I.	PANORAMA GENERAL DE LAS ENTIDADES DE COMPETENCIA DE LA COMISIÓN PRIMERA EN EL PL PGN 2027

Conforme a la designación realizada mediante el oficio C.P.C.P.3. 1-0023-2026 y las disposiciones del artículo 4 de la Ley 3 de 1992, los miembros de la subcomisión sometimos a consideración de la Comisión Primera una proposición de citación e invitación a funcionarios de un total de 39 entidades del orden nacional que contaban con partidas en el Proyecto de Presupuesto General de la Nación 2027 y que se encontraban enmarcadas dentro de las competencias de la Comisión. Esta proposición fue sometida y aprobada en la sesión del 1 de septiembre de 2026, Acta 04 con un cuestionario de diez (10) preguntas. Posteriormente fueron agendadas dichas sesiones para los días 9 de septiembre de 2026 y 16 de septiembre de 2026, las cuales se realizaron empezando por los funcionarios invitados y cerrando con los funcionarios citados. 

De las 38 entidades convocadas, un total de 31 instituciones cumplieron con la radicación de información escrita, documentos técnicos de sustentación o diapositivas oficiales de respuesta al cuestionario. Asimismo, 23 entidades asistieron e intervinieron presencialmente en las sesiones programadas. En términos de cumplimiento integral, 22 entidades alcanzaron un nivel de Respuesta Completa (radicación del escrito/diapositivas y asistencia presencial en recinto, incluyendo la Registraduría Nacional del Estado Civil), 8 entidades aportaron únicamente respuesta escrita o presentación técnica (a las que se suma la Corte Constitucional con su escrito formal de manifestación), y únicamente 1 entidad asistió a las audiencias sin haber remitido informe escrito previo o posterior (Consejo Nacional Electoral - CNE).

Por su parte, 6 entidades no enviaron informe de respuesta presupuestal ni intervinieron en las sesiones: tres (3) de ellas remitieron excusa formal registrada en la secretaría de la comisión (Corte Suprema de Justicia, Consejo de Estado —cuyas observaciones e inquietudes fueron incorporadas dentro del informe consolidado de la Rama Judicial/CSJ— y la Procuraduría General de la Nación) y tres (3) instituciones no registraron pronunciamiento ni participación (Unidad Nacional de Protección - UNP, Dirección de la Autoridad Nacional de Consulta Previa - DANCP y la Comisión Nacional de Disciplina Judicial - CNDJ).

En el análisis consolidado de las 30 entidades y unidades ejecutoras que reportan partidas financieras dentro del sector de la Comisión Primera, se identificó que en el Proyecto de Ley con Enmienda (28 de agosto) se les asignó un presupuesto total de $52,27 Billones de pesos ($52.273.587.908.681 COP). Este valor refleja una reducción neta de -$4,41 Billones de pesos (-7,8%) en comparación con los $56,69 Billones de pesos ($56.686.633.618.343 COP) contemplados en el Proyecto de Ley Original radicado en julio.

Esta contracción en la asignación sectorial responde fundamentalmente al ajuste macroeconómico aplicado a instituciones clave del sector, destacándose el Departamento Administrativo para la Prosperidad Social (DPS), que tendría una reducción de -$1,657 Billones de pesos (-16,7% frente al texto original), y el Departamento Administrativo de la Presidencia de la República (DAPRE), que registra un ajuste a la baja de -$347.985 Millones de pesos (-27,8%) por la reestructuración y reorientación de sus fondos especiales.

Frente a las necesidades financieras reales planteadas por las instituciones en sus anteproyectos presupuestales que alcanzaban los $95,93 Billones de pesos ($95.926.657.920.311 COP), el monto apropiado en la Enmienda deja una brecha de $43,65 Billones de pesos ($ 43.653.070.011.630 COP). 

Es así que el Proyecto de Ley PGN 2027 actualmente en trámite otorga un nivel de cobertura del 54,5% de las necesidades de las entidades, consolidando un margen de desfinanciación del 45,5% sobre los requerimientos operativos, de nómina e inversión solicitados para garantizar la administración de justicia, la seguridad ciudadana, la atención a las víctimas, la organización electoral, entre otros. 

De forma general, se identifica que los gastos de funcionamiento absorben la gran mayoría de las apropiaciones del sector (representando entre el 80% y el 90% del presupuesto total de las entidades), debido a compromisos inflexibles e ineludibles como la nómina de personal, servicios públicos, arriendos y contingencias legales. 

En consecuencia, el mayor impacto del ajuste macroeconómico recae directamente sobre el rubro de inversión misional, comprometiendo la modernización tecnológica, la infraestructura física y la presencia territorial de las instituciones pertenecientes a la Comisión Primera.

Tabla 1. Análisis presupuestal consolidado por sectores de competencia de la Comisión Primera Constitucional Permanente para el PGN 2027 (Cifras en COP).

Sector	Entidad / Unidad Ejecutora	1. Solicitado (Anteproyecto)	2. Proyecto Original	3. Enmienda (28-Ago)	4. Déficit 1 - 3	%VAR 3-2
Sector I: Sector Justicia	Ministerio de Justicia y del Derecho	$315,273,162,422	$176,152,371,995	$179,765,371,995	$135,507,790,427	2.1%
Sector I: Sector Justicia	INPEC (Inst. Nacional Penitenciario)	$2,984,075,074,865	$2,443,656,929,361	$2,566,959,984,422	$417,115,090,443	5.0%
Sector I: Sector Justicia	USPEC (Servicios Penitenciarios)	$4,994,389,008,872	$2,123,982,000,000	$2,126,224,000,000	$2,868,165,008,872	0.1%
Sector I: Sector Justicia	ANDJE (Defensa Jurídica del Estado)	$298,183,392,215	$259,677,327,000	$263,806,327,000	$34,377,065,215	1.6%
Sector I: Sector Justicia	Superintendencia de Notariado y Registro	$1,178,591,610,715	$1,140,360,882,934	$1,140,360,882,934	$38,230,727,781	0.0%
Sector II: Sector Interior	Ministerio del Interior	$1,855,319,543,325	$1,304,270,245,112	$1,282,278,241,559	$573,041,301,766	-1.7%
Sector II: Sector Interior	IGAC (Instituto Geográfico Agustín Codazzi)	$2,561,603,168,836	$276,019,074,958	$278,296,069,279	$2,283,307,099,557	0.8%
Sector II: Sector Interior	DNDA (Derecho de Autor)	$11,275,908,581	$8,816,671,401	$9,162,671,401	$2,113,237,180	3.9%
Sector II: Sector Interior	DNBC (Dirección Nacional de Bomberos)	$730,091,886,715	$178,080,581,970	$178,416,581,970	$551,675,304,745	0.2%
Sector II: Sector Interior	Imprenta Nacional de Colombia (INC)	-	-	-	-	0.0%
Sector II: Sector Interior	Corporación Nasa Kiwe	$89,721,934,816	$21,755,000,000	$21,629,000,000	$68,092,934,816	-0.6%
Sector III: Presidencia 	DAPRE (Presidencia de la República)	$4,120,971,098,310	$1,252,033,331,495	$904,047,999,202	$3,216,923,099,108	-27.8%
Sector III: Presidencia 	ARN (Reincorporación y Normalización)	$473,698,361,209	$311,968,253,699	$226,238,000,000	$247,460,361,209	-27.5%
Sector III: Presidencia

 	ART (Agencia Renovación Territorio)	$150,788,939,064	$109,219,327,176	$112,318,327,176	$38,470,611,888	2.8%
Sector III: Presidencia 	DSCI / DSCUI (Sustitución Cultivos)	$68,985,508,577	$68,015,508,577	$68,015,508,577	$970,000,000	0.0%
Sector III: Presidencia 	ANIM (Agencia Inmobiliaria V. Barco)	$119,640,235,030	$59,478,000,000	$59,855,495,000	$59,784,740,030	0.6%
Sector III: Presidencia 	APC-Colombia (Cooperación Internacional)	$78,375,588,149	$43,868,217,222	$43,868,217,222	$34,507,370,927	0.0%
Sector III: Presidencia 
	UNGRD (Gestión del Riesgo)	$5,229,837,558,220	$812,544,000,000	$814,161,000,000	$4,415,676,558,220	0.2%
Sector IV: Inclusión Social	DPS / Prosperidad Social	$22,708,583,685,899	$9,948,648,602,549	$8,291,115,321,237	$14,417,468,364,662	-16.7%
Sector IV: Inclusión Social 	CNMH (Centro Memoria Histórica)	$111,214,030,610	$95,085,972,103	$95,984,674,420	$15,229,356,190	0.9%
Sector IV: Inclusión Social 	UARIV (Unidad para las Víctimas)	$7,275,655,190,000	$7,275,655,190,000	$4,829,290,795,496	$2,446,364,394,504	-33.6%
Sector V: Sistema de Verdad,J, R y P 	JEP (Jurisdicción Especial Paz)	$895,754,000,000	$792,945,000,000	$821,803,000,000	$73,951,000,000	3.6%
Sector V: Sistema de Verdad,J, R y P	UBPD (Búsqueda de Personas)	$251,752,530,000	$201,728,000,000	$191,210,500,000	$60,542,030,000	-5.2%
Sector VI: Organización Electoral	RNEC (Registraduría Nacional / Org. Electoral)	$9,028,619,076,332	$5,692,581,651,000	$5,727,267,460,000	$3,301,351,616,332	0.6%
Sector VII: Rama Judicial	Rama Judicial / CSJ (DEAJ)	$17,535,828,000,000	$11,430,238,000,000	$11,430,238,000,000	$6,105,590,000,000	0.0%
Sector VII: Rama Judicial	Fiscalía General de la Nación	$8,546,156,000,000	$7,060,547,000,000	$7,060,547,000,000	$1,485,609,000,000	0.0%
Sector VII: Rama Judicial	INMLCF (Medicina Legal)	$846,689,000,000	$571,900,479,791	$571,900,479,791	$274,788,520,209	0.0%
Sector VIII: Organismos de Control	Defensoría del Pueblo	$1,459,710,000,000	$1,328,900,000,000	$1,328,900,000,000	$130,810,000,000	0.0%
Sector VIII: Organismos de Control	Contraloría General de la República	$1,904,986,000,000	$1,617,869,000,000	$1,569,290,000,000	$335,696,000,000	-3.0%
Sector VIII: Organismos de Control	Auditoría General de la República	$100,888,427,549	$80,637,000,000	$80,637,000,000	$20,251,427,549	0.0%
TOTAL 	30 Entidades / Unidades Ejecutoras	$95,926,657,920,311	$56,686,633,618,343	$52,273,587,908,681	$43,653,070,011,630	-7.8%



[bookmark: _heading=h.ytn1bab7i3gt]II.	ANÁLISIS POR SECTORES Y ENTIDADES

[bookmark: _heading=h.p3j2ido1o7st]SECTOR I. SECTOR JUSTICIA

1. [bookmark: _heading=h.75o124b7joh3]MINISTERIO DE JUSTICIA Y DEL DERECHO

Para la vigencia fiscal 2027, el Ministerio de Justicia y del Derecho proyectó necesidades presupuestales totales por $315.273.162.422 en su anteproyecto. Sin embargo, en el Proyecto de Ley con Enmienda radicada el 28 de agosto de 2026 se le asignó un monto consolidado de $179.765.371.995, lo que representa un déficit de $135.507.790.427, equivalente a un nivel de desfinanciación del 43,0% frente a los requerimientos iniciales de la cartera.

En cuanto a la distribución por rubros, la mayor afectación se concentra en los gastos de funcionamiento, donde el Ministerio solicitó $204.584.606.160 y le fueron asignados $124.058.535.000, generando una brecha de $80.526.071.160 (-39,4%); aunque la Enmienda adicionó $3.613.000.000 frente al texto original para transferencias corrientes, este presupuesto de funcionamiento registra una reducción efectiva del 25,4% (-$42.340 millones) en comparación con la vigencia 2026. 

Por su parte, el presupuesto de inversión se congeló en $55.706.836.995 frente a un requerimiento de $105.231.031.823, acumulando un recorte de $49.524.194.828 (-47,1%), mientras que la apropiación para el servicio de la deuda y fondo de contingencias por $5.457.524.439 fue dejada en $0.

La principal preocupación del Ministerio radica en la desfinanciación parcial de diez (10) proyectos de inversión en ejecución, lo que restringirá su cobertura territorial y la capacidad operativa de programas en métodos alternativos de solución de conflictos, justicia transicional, política criminal y depuración normativa.

Asimismo, la entidad enfrenta presiones financieras para cumplir mandatos judiciales como la Sentencia T-025 de 2004 sobre desplazamiento forzado y el pago de sentencias y conciliaciones en mora. A este panorama se suma el impacto de los bloqueos de caja aplicados en la vigencia 2026 por un valor de $77.395.055.753 (33% del presupuesto), los cuales podrían generar rigideces administrativas que limitan la operación estratégica para el año 2027.

2. [bookmark: _heading=h.4il5o6x6zypl]INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO (INPEC)

El Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (INPEC) presentó un anteproyecto de presupuesto para 2027 por un valor de $2.984.075.074.865. En la Enmienda del Proyecto de Ley de Presupuesto se le fijó una apropiación de $2.566.959.984.422, lo que consolida un déficit global de $417.115.090.443, equivalente a una brecha del 14,0% frente a las necesidades expresadas por la institución.

El recorte presupuestal recae sobre los tres rubros de la entidad. En gastos de funcionamiento, frente a $2.687.061.176.195 solicitados, se asignaron $2.556.550.039.484, generando un faltante de $130.511.136.711 (-4,9%), a pesar de que la Enmienda adicionó $127.763 millones para atender ajustes salariales y de nómina. 

En inversión, el anteproyecto requería $27.227.000.000 y se aprobaron $10.409.944.938 en la Enmienda, sufriendo una contracción del 29,99% frente al texto original (-$4.460M), a pesar de que la enmienda adicionó $5.423.444.938 frente al anteproyecto del Plan General de la Nación. Finalmente, el rubro del servicio de la deuda, solicitado por $269.786.898.670 para el saneamiento de pasivos y sentencias, no recibió asignación alguna ($0).

La desfinanciación en funcionamiento impacta directamente la adquisición de bienes y servicios críticos para la custodia de la Población Privada de la Libertad (PPL), tales como viáticos para remisiones judiciales y médicas, mantenimiento del parque automotor, servicios públicos de los ERON, y suministro de kits de aseo y dotación. En materia de inversión, la reducción afecta de manera severa el proyecto BPIN 2020011000246 (Modernización integral de las capacidades tecnológicas del INPEC a nivel nacional), cuyo recorte de $15.120.055.062 limita los sistemas informáticos de control penitenciario, así como al proyecto BPIN 2020011000243 (Fortalecimiento de la Industria Penitenciaria a nivel nacional), al cual se le asignaron $5.000 millones frente a los $6.697 millones requeridos para programas de resocialización.

3. [bookmark: _heading=h.4eqt00krgn5g]UNIDAD DE SERVICIOS PENITENCIARIOS Y CARCELARIOS (USPEC)

La Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios (USPEC) atraviesa una de las situaciones financieras más delicadas del sector justicia, al registrar una brecha presupuestal de $2.868.165.008.872, correspondiente a un margen de desfinanciación del 57,4% frente a un anteproyecto solicitado por $4.994.389.008.872 y una cuota asignada en la Enmienda de $2.126.224.000.000.

El ajuste impacta de manera profunda tanto el funcionamiento como la inversión de la entidad. En gastos de funcionamiento, la USPEC solicitó $3.002.457.509.004 y recibió $1.626.224.000.000, acumulando un déficit de $1.376.233.509.004 (-45,8%). En gastos de inversión, la contracción alcanza el 74,9%, toda vez que de los $1.991.931.499.868 requeridos para obras e infraestructura penitenciaria solo se le asignaron $500.000.000.000.

La insuficiencia en funcionamiento compromete la atención básica de más de 100.000 personas privadas de la libertad en alimentación y salud prestada a través del Fondo Nacional de Salud de la PPL (requiere $552.986.464.677 e implicó bloqueos de caja en 2026 por $337.637M). En inversión, la desfinanciación pone en riesgo el proyecto BPIN 2018011000329 (Construcción y ampliación de infraestructura para generación de cupos), el cual arrastra un déficit de $1,49 Billones e interrumpe la entrega programada de 7.220 nuevos cupos en ERON estratégicos como Sabanas de San Ángel, Riohacha, Pereira (Fase II), Silvia y Barrancabermeja. 

Igualmente se ven afectados el proyecto BPIN 2020011000247 de seguridad electrónica en ERON y el BPIN 202500000024681 de cupos integrales en San Andrés, Buenaventura y Quibdó, lo que vulnera la respuesta estatal para la superación del Estado de Cosas Inconstitucional (ECI) y las órdenes del Auto 756 de 2026 de la Corte Constitucional.
[bookmark: _heading=h.kdexxbatpv91]
4. [bookmark: _heading=h.gb0ocins3s1t]AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL ESTADO (ANDJE)

La Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado (ANDJE) reportó requerimientos presupuestales integrales por $298.183.392.215 en su anteproyecto. La asignación establecida en el Proyecto de Ley con Enmienda asciende a $263.806.327.000, lo que genera una brecha no cubierta de $34.377.065.215, equivalente a un déficit del 11,5% para la vigencia 2027.

La desfinanciación de la Agencia se distribuye en una reducción de $32.904.041.852 (-12,0%) en gastos de funcionamiento, donde se asignaron $241.540.000.000 frente a $274.444.041.852 solicitados, y un recorte de $1.472.673.000 (-6,2%) en inversión, al pasar de $23.739.350.363 a $22.266.327.000. Adicionalmente, se omitieron totalmente del presupuesto los $39.355.000.000 requeridos para la atención de compromisos derivados de la Ley 288 de 1996.

El déficit en funcionamiento compromete la contratación de firmas especializadas y el pago de anticipos procesales (mínimo USD 200.000 por caso) para la defensa técnica del Estado en 64 arbitrajes internacionales de inversión ante el CIADI, así como la representación en litigios ante la CIDH, Corte IDH y Corte Penal Internacional. La exclusión de los recursos de la Ley 288 de 1996 genera mora en el pago de indemnizaciones por acuerdos de solución amistosa e informes de derechos humanos. 

En inversión, el recorte afecta el proyecto BPIN 202500000025334 / 2019011000273 (Fortalecimiento de la Defensa Jurídica del Estado a nivel Territorial y Nacional), retrasando la evolución tecnológica del sistema eKOGUI, la gestión de datos litigiosos y la asistencia técnica a entidades para la prevención del daño antijurídico.

5. [bookmark: _heading=h.wmov4q7nx5tk]SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO (SNR)

La Superintendencia de Notariado y Registro (SNR) formuló un anteproyecto presupuestal de $1.178.591.610.715. El Proyecto de Ley PGN con Enmienda fija una apropiación de $1.140.360.882.934, lo que representa una diferencia menor de $38.230.727.781 (-3,2%) y un nivel de cobertura real del 96,8% sobre las necesidades iniciales de la entidad.
El ajuste observado responde exclusivamente al rubro de funcionamiento, donde se asignaron $759.758.947.502 frente a $791.207.696.885 solicitados, y al servicio de la deuda, que no recibió apropiación ($6.781.978.398 solicitados). En contraste, el rubro de gastos de inversión fue aprobado en un 100% por el valor solicitado de $380.601.935.432.

La entidad dejó constancia explícita de que el presupuesto asignado de $1,14 Billones de pesos es plenamente suficiente para garantizar el cumplimiento de sus objetivos misionales, la prestación del servicio público notarial y registral y el desarrollo de sus metas institucionales. La SNR no reporta proyectos de inversión BPIN desfinanciados o suspendidos, y cuenta con la administración del Fondo Cuenta Especial del Notariado (FCEN), con saldos proyectados de $89.367 millones para 2027 orientados al subsidio de notarías de escasos ingresos y la modernización del Registro Civil.

[bookmark: _heading=h.h6qdj19p6yvc]SECTOR II: SECTOR INTERIOR
[bookmark: _heading=h.201n28t6a5u2]
6. [bookmark: _heading=h.i7t0kfgadweg]MINISTERIO DEL INTERIOR

Para la vigencia fiscal 2027, el Ministerio del Interior formuló un anteproyecto presupuestal de $1.855.319.543.325. Sin embargo, en el Proyecto de Ley con Enmienda radicada el 28 de agosto de 2026, la cartera recibió una asignación consolidada de $1.282.278.241.559, lo que determina un déficit de $573.041.301.766, equivalente a un margen de desfinanciación del 30,9% y un nivel de cobertura del 69,1% sobre sus requerimientos iniciales.

En cuanto a la distribución por componentes de gasto, la Enmienda introdujo un recorte neto de -$21.992.003.553 frente al texto original radicado en julio, discriminado en una reducción de -$19.197.000.000 en gastos de funcionamiento (fijados finalmente en $1.075.496.000.000) y de -$2.795.003.553 en gastos de inversión (fijados en $206.782.241.559), en tanto los recursos para el servicio de la deuda solicitados por $42.654.193.743 no recibieron apropiación ($0).

Las principales preocupaciones del Ministerio se concentran en la desfinanciación del Fondo Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana (FONSECON), el cual presenta un déficit de $61.136 millones en la proyección de recaudo para 2027 al apropiársele $812.687 millones frente a una necesidad mínima de $873.823 millones; adicionalmente, en la cuenta CUN de dicho fondo reposan $2,05 billones no apropiados de vigencias anteriores que el Ministerio ha solicitado incorporar para financiar infraestructura de seguridad territorial y combatir delitos de alto impacto. 

Asimismo, la entidad reporta un déficit de $80.000 millones en transferencias corrientes para programas misionales, una brecha de $27.079 millones en adquisición de bienes y servicios para la operación tecnológica y logística de las sedes, y un recorte de $2.795 millones en inversión que impacta el programa 3799 (Fortalecimiento de la gestión y dirección del sector Interior).

7. [bookmark: _heading=h.mvh0r7hs6qdz]INSTITUTO GEOGRÁFICO AGUSTÍN CODAZZI (IGAC)

El Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC) proyectó necesidades presupuestales totales por $2.561.603.168.836 en su anteproyecto para 2027. En el Proyecto de Ley con Enmienda, la asignación otorgada al Instituto asciende a $278.296.069.279, lo que genera la brecha presupuestal más severa del sector, correspondiente a un déficit de $2.283.307.099.557 y un nivel de desfinanciación del 89,1% (cobertura asignada de apenas el 10,9%).

El desajuste fiscal recae masivamente sobre el rubro de inversión, donde frente a los $2.372.593.849.014 solicitados para financiar la política nacional de tierras, le fueron asignados solo $139.690.757.788, acumulando una contracción del 94,1% (-$2.232.903.091.226). Por su parte, el presupuesto de funcionamiento solicitado por $189.009.319.822 fue aprobado en $138.605.311.492, con un déficit del 26,7% (-$50.404.008.330).

La desfinanciación en funcionamiento pone en riesgo la operación continua de la Sede Central y las Direcciones Territoriales al limitar la contratación de servicios de vigilancia, aseo, pólizas sobre bienes patrimoniales y servicios públicos. En materia de inversión, la drástica reducción de recursos paraliza la expansión de la Actualización Catastral Multipropósito en 395 municipios de Boyacá, Bolívar, Cauca, Cesar, Córdoba, Cundinamarca y Huila dentro del proyecto BPIN 202400000000117 (Sistema de Administración del Territorio - SAT).
 
ADICIONALMENTE, se recortó al 50% el proyecto BPIN 202300000000161 de operación institucional ($3.773M en Enmienda) y se afectó la densificación de la red geodésica nacional, la cartografía básica y los insumos agrológicos; la entidad opera paralelamente la subcuenta de Catastro Multipropósito del Patrimonio Autónomo Fondo Colombia en Paz a través del Convenio 1231 de 2023 ($72.298M) para la ejecución de proyectos en municipios priorizados.

8. [bookmark: _heading=h.ygp0kltwd5yx]DIRECCIÓN NACIONAL DE DERECHO DE AUTOR (DNDA)

La Unidad Administrativa Especial Dirección Nacional de Derecho de Autor (DNDA) formuló una solicitud presupuestal integral de $11.275.908.581 para la vigencia 2027. El Proyecto de Ley con Enmienda fijó una apropiación de $9.162.671.401, lo que representa una diferencia no cubierta de $2.113.237.180, equivalente a una brecha del 18,7% y una cobertura real del 81,3% sobre los requerimientos de la entidad.

El ajuste presupuestal afecta de manera exclusiva los gastos de funcionamiento, donde el anteproyecto requería $9.479.686.134 y le fueron asignados $6.732.000.000 (acumulando un faltante del 29,0%), a pesar de que la Enmienda del 28 de agosto introdujo un incremento de +$346.000.000 frente al texto original para absorber ajustes salariales e incrementos de servicios tecnológicos. En contraste, el rubro de inversión fue asignado en un 100% de la cuota sectorial por $2.430.671.401.

En cuanto a las preocupaciones institucionales, la DNDA señala que el déficit en funcionamiento reproduce una rigidez histórica observada en 2026 (donde se registró un faltante de $161,9 millones para el pago de nómina a fin de año), comprometiendo la financiación de la planta permanente de personal durante aproximadamente tres meses y la atención de obligaciones normativas en materia de derecho de autor (Art. 61 C.P., Decisión Andina 351/93 y CONPES 4062/21). Respecto a la inversión, la entidad dejó constancia de que los $2.430.671.401 aprobados son plenamente suficientes para cumplir con las metas de su único proyecto BPIN 202300000000066 (Protección, promoción y difusión del derecho de autor), aunque resaltó el impacto del bloqueo de caja por $970.253.493 (40% de su inversión 2026) aplicado mediante el Decreto 1261 de 2026.

9. [bookmark: _heading=h.9oqq4dxfuotg]DIRECCIÓN NACIONAL DE BOMBEROS (DNBC)

La Dirección Nacional de Bomberos de Colombia (DNBC) presentó un anteproyecto presupuestal para 2027 por un valor de $730.091.886.715. La asignación establecida en el Proyecto de Ley con Enmienda asciende a $178.416.581.970, dejando un déficit no cubierto de $551.675.304.745, lo que equivale a un margen de desfinanciación del 75,6% frente a las necesidades técnicas expresadas para el fortalecimiento de la actividad bomberil en el país.

La reducción presupuestal se concentra severamente en los gastos de inversión, en los cuales la entidad solicitó $713.477.748.958 y le fueron aprobados $168.972.581.970, registrando un recorte del 76,3% (-$544.505M). Por su parte, los gastos de funcionamiento pasaron de $16.614.137.757 solicitados a $9.444.000.000 en la Enmienda (que incluyó una adición de +$336 millones respecto al texto original), presentando un déficit del 43,2% (-$7.170M).

La principal afectación recae sobre la capacidad de cofinanciación y entrega de equipos a los 895 cuerpos de bomberos del país a través del Fondo Nacional de Bomberos (Ley 1575 de 2012), puesto que se requerían $605.000 millones para la construcción y adecuación de estaciones y $899.075 millones para kits de respuesta especializada dentro del único proyecto de inversión BPIN 202300000000031 (Fortalecimiento de la Gestión del Conocimiento, Reducción y Respuesta de los Cuerpos de Bomberos). 

La entidad advierte que la cuota asignada solo cubre los recaudos del 2% de aseguradoras, dejando de apropiar $81.938 millones acumulados de recaudo no transferido y excluyendo la partida directa de la Nación dispuesta en el numeral 2 del artículo 35 de la Ley 1575 de 2012 (que suma $491.640 millones no apropiados desde 2021).

10. [bookmark: _heading=h.y0qb3whc2iev]IMPRENTA NACIONAL DE COLOMBIA (INC)

Por su condición jurídica de Empresa Industrial y Comercial del Estado (EICE) dotada de personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio propio, la Imprenta Nacional de Colombia (INC) no integra el primer nivel del Presupuesto General de la Nación ni constituye una sección presupuestal en el Proyecto de Ley 152 de 2026, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3.º del Decreto 111 de 1996 y la Ley 109 de 1994.

En consecuencia, la entidad no cuenta con apropiaciones asignadas en el texto original ni en la Enmienda del PGN 2027 ($0 COP de aportes PGN), por lo que no registra adiciones, recortes ni desfinanciación atribuibles al trámite del proyecto de ley presupuestal. Su presupuesto de ingresos y gastos es autofinanciado a través de sus ventas comerciales de bienes y servicios de imprenta y publicaciones oficiales, y su aprobación corresponde exclusivamente a su Junta Directiva en aplicación del régimen especial de las EICE (Ley 2559 de 2025 y Decreto 2469 de 2000).

La entidad dejó constancia formal de que su suficiencia financiera se evalúa frente a su presupuesto propio de operación (el cual proyecta $238.052.740.000 para la vigencia 2026) y que no requiere transferencias del Tesoro Nacional para el cumplimiento de sus funciones misionales. Asimismo, la INC reporta la aprobación de vigencias futuras extraordinarias por parte de su Junta Directiva (Acuerdo 005 del 18 de julio de 2025) por un valor de $112.712 millones para la vigencia 2027, orientadas a respaldar la operación comercial del proyecto estratégico de producción y expedición de pasaportes de la República de Colombia en convenio con el Ministerio de Relaciones Exteriores.

11. [bookmark: _heading=h.l1jlpvyywq]CORPORACIÓN NASA KIWE

La Corporación Nacional para la Reconstrucción de la Cuenca del Río Páez y Zonas Aledañas (Nasa Kiwe) estructuró un anteproyecto presupuestal por un valor de $89.721.934.816 para la vigencia 2027. En el Proyecto de Ley con Enmienda, la apropiación aprobada asciende a $21.629.000.000, lo que consolida una brecha presupuestal de $68.092.934.816, equivalente a un nivel de desfinanciación del 75,9% frente a las necesidades reales de intervención en su jurisdicción.

El desfinanciamiento se concentra drásticamente en los gastos de inversión, donde la entidad solicitó $82.790.740.117 y se le asignaron $16.600.000.000 en la Enmienda (sufriendo un ajuste a la baja de -$400 millones frente al texto original), lo que representa un recorte del 80,0% (-$66.190M). En gastos de funcionamiento, se registró una adición de +$274 millones en la Enmienda para alcanzar $5.029.000.000, frente a una necesidad de $6.931.194.699 (-27,4% de déficit).

La reducción en la cuota de inversión limita de manera crítica la ejecución de obras físicas de reasentamiento, infraestructura comunitaria y mitigación de riesgos de desastres en comunidades indígenas y campesinas vulnerables de los departamentos de Cauca y Huila. Específicamente, se ven afectados los proyectos BPIN 202400000000040 (Cobertura de necesidades básicas), asignado con $15.200 millones; BPIN 202400000000037 (Estrategia de gestión del riesgo municipal), asignado con $1.000 millones; y BPIN 202400000000038 (Gestión institucional), asignado con $400 millones. La entidad administra el patrimonio autónomo Fideicomiso Nasa Kiwe para la gestión de recursos de reconstrucción territorial.

12. [bookmark: _heading=h.o3uqz8cqcp0v]UNIDAD NACIONAL DE PROTECCIÓN (UNP)

La Unidad Nacional de Protección (UNP), entidad citada y adscrita al sector del Ministerio del Interior, no remitió informe escrito de respuesta al cuestionario de control político ni registró asistencia o intervención presencial en las audiencias públicas celebradas los días 9 y 16 de septiembre de 2026. Por consiguiente, se deja constancia formal de su falta de participación dentro del informe de la Subcomisión.

13. [bookmark: _heading=h.7ry1d26fnjyz]DIRECCIÓN DE LA AUTORIDAD NACIONAL DE CONSULTA PREVIA (DANCP)

La Dirección de la Autoridad Nacional de Consulta Previa (DANCP), dependencia citada perteneciente al sector del Ministerio del Interior, no aportó informe escrito de respuesta al cuestionario de control político ni asistió a las sesiones de audiencia pública de la Comisión Primera. En consecuencia, se registra su falta de pronunciamiento dentro del seguimiento presupuestal institucional.


[bookmark: _heading=h.ej3c3zundna0]SECTOR III: PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA

14. [bookmark: _heading=h.9pl9vgm16fdj]DAPRE (PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA)

El Departamento Administrativo de la Presidencia de la República (DAPRE) estructuró un anteproyecto de presupuesto para la vigencia 2027 por un monto consolidado de $4.120.971.098.310. En el Proyecto de Ley de Presupuesto General de la Nación con Enmienda radicada el 28 de agosto de 2026, la entidad recibió una asignación de $904.047.999.202, lo que determina una brecha no cubierta de $3.216.923.099.108, equivalente a una desfinanciación del 78,1% y un nivel de cobertura asignado de apenas el 21,9% respecto a sus necesidades iniciales.
En la comparación entre las etapas del trámite legislativo, el DAPRE registró la segunda mayor reducción neta dentro del sector de la Comisión Primera al aplicarle un recorte de -$347.985.332.293 (-27,8%) en la Enmienda de agosto frente a los $1.252.033.331.495 contemplados en el texto original de julio. En la distribución por rubros del presupuesto asignado, la cuantía aprobada se dividió en $418.069.999.202 para gastos de funcionamiento y $485.978.000.000 para gastos de inversión.
La marcada contracción entre el anteproyecto y la Enmienda obedece principalmente a la reestructuración y reorientación de la administración de los fondos especiales y patrimonios autónomos adscritos a la Presidencia, tales como el Fondo Paz y el Fondo Colombia en Paz, cuyas partidas fueron reasignadas a otras secciones del Presupuesto General de la Nación. La entidad manifestó que ajustó su plan operativo institucional para garantizar el funcionamiento básico de la Casa de Nariño, el apoyo técnico al Despacho Presidencial y sus dependencias vinculadas bajo criterios estrictos de austeridad del gasto, sin que se reporten proyectos de inversión paralizados que comprometan la seguridad o la dirección del Estado.

15. [bookmark: _heading=h.fwfnpsauxwzt]AGENCIA PARA LA REINCORPORACIÓN Y LA NORMALIZACIÓN (ARN)

La Agencia para la Reincorporación y la Normalización (ARN) formuló un requerimiento presupuestal integral por $473.698.361.209 en su anteproyecto para 2027. En el Proyecto de Ley con Enmienda, a la Agencia se le aprobó un presupuesto de $226.238.000.000, lo que consolida un déficit global de $247.460.361.209, correspondiente a un margen de desfinanciación del 52,2% y una cobertura real del 47,8% sobre los requerimientos de la política de paz.
El ajuste presupuestal refleja un recorte sustancial de -$85.730.253.699 (-27,5%) en la Enmienda frente a los $311.968.253.699 fijados en el proyecto original. Por componentes de gasto, el rubro de funcionamiento solicitaba $437.232.361.209 y fue recortado a $224.238.000.000 (déficit de $212.994.361.209 / -48,7%), mientras que el rubro de inversión sufrió una caída drástica del 94,5% al asignársele tan solo $2.000.000.000 frente a los $36.466.000.000 requeridos en el anteproyecto.
La desfinanciación en el rubro de funcionamiento afecta de manera crítica la transferencia de garantías económicas mensuales y los apoyos a proyectos productivos de las personas en proceso de reincorporación y sometimiento a la justicia, comprometiendo la estabilidad social de los firmantes de paz. En materia de inversión, la drástica reducción de recursos paraliza el desarrollo del proyecto BPIN 202300000000100 (Consolidación de la política de reincorporación a nivel nacional), el cual requería $66.184 millones para avanzar en la solución habitacional y la compra de predios en 6 antiguos Espacios Territoriales de Capacitación y Reincorporación (ETCR), lo que genera un riesgo de incumplimiento a los compromisos de estado derivados del Acuerdo de Paz de 2016 y los autos de seguimiento de la Jurisdicción Especial para la Paz.

16. [bookmark: _heading=h.j41uxwppk4c9]AGENCIA DE RENOVACIÓN DEL TERRITORIO (ART)

La Agencia de Renovación del Territorio (ART) presentó un anteproyecto presupuestal para la vigencia 2027 por un valor de $150.788.939.064 bajo la Sección 0214. En el Proyecto de Ley con Enmienda del 28 de agosto, la entidad obtuvo una asignación de $112.318.327.176, lo que registra una brecha no cubierta de $38.470.611.888, equivalente a un nivel de desfinanciación del 25,5% y una cobertura del 74,5% sobre sus proyecciones.
A diferencia de otras entidades del sector, la Enmienda introdujo un ajuste positivo de +$3.099.000.000 (+2,8%) respecto a los $109.219.327.176 del proyecto original radicado en julio. En la distribución interna del presupuesto asignado, $109.219.327.176 corresponden a gastos de funcionamiento para la operación de la sede central y las coordinaciones regionales, en tanto los $3.099.000.000 adicionados fueron destinados a proyectos de inversión misional.
Las principales limitaciones informadas por la ART radican en la restricción de recursos para fortalecer la asistencia técnica directa en la estructuración de proyectos de desarrollo regional en los 170 municipios priorizados con Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET). Ante este escenario, la entidad reorientó la asignación de inversión hacia el proyecto BPIN de actualización de sistemas de información e infraestructura TIC y la cofinanciación de obras comunitarias de pequeña escala conforme a las directrices del Plan de Austeridad del Gasto, apoyando la ejecución de intervenciones territoriales a través de fuentes complementarias como el OCAD Paz y el mecanismo de Obras por Impuestos.


17. [bookmark: _heading=h.bwey4l1kagze]DIRECCIÓN DE SUSTITUCIÓN DE CULTIVOS DE USO ILÍCITO (DSCI)

La Dirección de Sustitución de Cultivos de Uso Ilícito (DSCI), dependencia adscrita al sector de la Presidencia de la República, formuló una solicitud presupuestal integral de $68.985.508.577 en su anteproyecto para 2027. Tanto en el Proyecto de Ley Original como en la Enmienda se le fijó una apropiación de $68.015.508.577, lo que refleja un margen de diferencia mínimo de $970.000.000 (-1,4%) y un nivel de cobertura real del 98,6% sobre sus requerimientos iniciales.
En el desglose por componentes de gasto, la asignación aprobada se distribuye en $3.076.508.577 para gastos de funcionamiento y $64.939.000.000 para gastos de inversión. La entidad resaltó que el presupuesto de inversión solicitado en el anteproyecto ($64.939.000.000) fue aprobado en un 100% en el Proyecto de Ley PGN 2027, sin sufrir recortes ni modificaciones en el trámite de la Enmienda.
La Dirección dejó constancia formal de que el presupuesto de inversión asignado resulta suficiente para respaldar la ejecución continua del programa RenHacemos mediante el proyecto BPIN 202400000000131 (Implementación de la estrategia de sustitución voluntaria de cultivos de uso ilícito a nivel nacional), garantizando el cumplimiento de los acuerdos de sustitución con familias campesinas en municipios vulnerables y la transformación de economías ilícitas, por lo que no reporta proyectos desfinanciados o metas interrumpidas para el año 2027.

18. [bookmark: _heading=h.a3i7a5ay4ooj]AGENCIA NACIONAL INMOBILIARIA VIRGILIO BARCO VARGAS (ANIM)

La Agencia Nacional Inmobiliaria Virgilio Barco Vargas (ANIM) proyectó necesidades de financiación por $119.640.235.030 en su anteproyecto para 2027. En el Proyecto de Ley con Enmienda, la Agencia recibió una asignación de $59.855.495.000, lo que consolida un déficit de $59.784.740.030, equivalente a un margen de desfinanciación del 50,0% y una cobertura del 50,0% sobre el anteproyecto.
La Enmienda introdujo un ajuste favorable menor de +$377.495.000 (+0,6%) frente a los $59.478.000.000 del texto original radicado en julio. En la estructura del presupuesto aprobado, $7.855.495.000 corresponden a gastos de funcionamiento y $52.000.000.000 a gastos de inversión.
La principal afectación recae sobre el proyecto BPIN 202000000000088 / BPIN 202300000000045 (Gestión y desarrollo de proyectos de renovación urbana de infraestructura pública estatal - Manzana 6 del Centro Administrativo Nacional CAN), en el cual la Agencia solicitaba $104.000 millones para avanzar en la Fase I de construcción de la sede propia de la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP) y dependencias del Ministerio de Educación, pero solo le fueron asignados $52.000 millones; este desfase de $52.000 millones en inversión genera retrasos en el cronograma de ejecución física y en el cumplimiento de los acuerdos interinstitucionales para la entrega de sedes públicas unificadas.

19. [bookmark: _heading=h.90xuttng1irn]AGENCIA PRESIDENCIAL DE COOPERACIÓN INTERNACIONAL DE COLOMBIA (APC-COLOMBIA)

La Agencia Presidencial de Cooperación Internacional de Colombia (APC-Colombia) formuló una solicitud presupuestal integral de $78.375.588.149 en su anteproyecto para la vigencia 2027. En el Proyecto de Ley con Enmienda se le fijó una apropiación de $43.868.217.222, lo que genera una brecha no cubierta de $34.507.370.927, correspondiente a una desfinanciación del 44,0% y un nivel de cobertura del 56,0% sobre sus requerimientos iniciales.
El monto asignado se mantuvo inalterado entre el texto original de julio y la Enmienda de agosto ($0 de variación), distribuyéndose en $19.664.217.222 para gastos de funcionamiento y $24.204.000.000 para gastos de inversión .
La brecha de $34.507 millones limita severamente la disponibilidad de recursos de contrapartida nacional para apalancar e incentivar la captación de fondos internacionales de cooperación técnica y financiera no reembolsable en proyectos de paz, medio ambiente y desarrollo rural sostenible. Específicamente, se afecta el proyecto BPIN 202300000000102 (Gestión y dinamización de la Cooperación Internacional de Colombia), reduciendo la capacidad del país para cofinanciar iniciativas de cooperación Sur-Sur y Triangular y disminuyendo la presencia institucional en mesas de donantes internacionales.
[bookmark: _heading=h.vofxwe3jkdww]
20. [bookmark: _heading=h.twcscfvq1al0]UNIDAD NACIONAL PARA LA GESTIÓN DEL RIESGO DE DESASTRES (UNGRD)

La Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres (UNGRD) presentó un anteproyecto presupuestal para 2027 por un valor de $5.229.837.558.220. En el Proyecto de Ley con Enmienda se le aprobó una cifra consolidada de $814.161.000.000, lo que determina el mayor déficit del sector por un valor de $4.415.676.558.220, equivalente a un margen de desfinanciación del 84,4% y una cobertura de apenas el 15,6% frente a los requerimientos del Sistema Nacional de Gestión del Riesgo.
La Enmienda introdujo un ajuste menor de +$1.617.000.000 (+0,2%) en funcionamiento frente a los $812.544.000.000 del proyecto original, quedando el presupuesto aprobado en $214.161.000.000 para funcionamiento y $600.000.000.000 para inversión. En inversión, la entidad solicitó $4,63 Billones y se le asignaron solo $600.000 millones, registrando un recorte del 87,0% (-$4,03 Billones).
Esta drástica desfinanciación imposibilita la capitalización adecuada del Fondo Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres (FNGRD) e impide la atención oportuna de emergencias climáticas y desastres naturales. En materia de inversión, la falta de recursos paraliza el proyecto BPIN 202000000000085 (Reducción del riesgo de desastres a nivel nacional), afectando el plan de reasentamientos y obras de mitigación en La Mojana y la cuenca del río Cauca, la ejecución del Plan de Acción Integral para Buenaventura y la cancelación de obligaciones pendientes por decretos de desastre nacional acumulados.

[bookmark: _heading=h.crwojoe8cufi]SECTOR IV: INCLUSIÓN SOCIAL Y RECONCILIACIÓN
[bookmark: _heading=h.j8t3biheppb9]
21. [bookmark: _heading=h.aejvajsjle0t]DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO PARA LA PROSPERIDAD SOCIAL (DPS)

Para la vigencia fiscal 2027, el Departamento Administrativo para la Prosperidad Social (DPS) estructuró un anteproyecto presupuestal por un valor de $22.708.583.685.899. En el Proyecto de Ley con Enmienda radicada el 28 de agosto de 2026, la entidad recibió una asignación de $8.291.115.321.237, lo que determina una brecha no cubierta de $14.417.468.364.662, equivalente a un margen de desfinanciación del 63,5% y un nivel de cobertura real de apenas el 36,5% frente a sus proyecciones iniciales.
En el análisis comparativo del trámite legislativo, Prosperidad Social registró el ajuste a la baja más drástico de todo el sector de la Comisión Primera, sufriendo un recorte de -$1.657.533.281.312 (-16,7%) en la Enmienda de agosto frente a los $9.948.648.602.549 contemplados en el texto original de julio. Por componentes de gasto, el rubro de funcionamiento solicitaba $306.761.549.791 y fue aprobado en $300.184.000.000 (déficit de $6.577.549.791 / -2,1%), el servicio de la deuda por $548.353.357 fue dejado en $0, y el rubro de inversión concentró el recorte masivo al pasar de $22.401.273.782.751 solicitados a $7.990.931.321.237 en la Enmienda, acumulando un déficit de $14.410.342.461.514 (-64,3%).
La principal preocupación institucional se focaliza en el programa Colombia Mayor dentro del proyecto BPIN 202300000000204 (Implementación de Transferencias Monetarias), donde el presupuesto de inversión asignado solo alcanza para financiar 8,5 de los 12 ciclos de pago operativos del año, generando un faltante directo de $2.509.025.619.525 para sostener la cobertura ampliada de 3 millones de adultos mayores. Adicionalmente, la entidad advierte que no cuentan con apropiación presupuestal la transferencia específica para personas con discapacidad contemplada en la Ley 2456 de 2025 ni el Pilar Solidario de la Ley 2381 de 2024, requiriéndose la incorporación de cofinanciación con el Ministerio del Trabajo conforme al CONPES 4176. Prosperidad Social dejó constancia de que acompaña el esfuerzo de consolidación fiscal del Gobierno y orientará sus acciones a la depuración de cartera y focalización de transferencias.

22. [bookmark: _heading=h.l70al0oy5p2d]CENTRO NACIONAL DE MEMORIA HISTÓRICA (CNMH)

El Centro Nacional de Memoria Histórica (CNMH) formuló una solicitud presupuestal integral de $111.214.030.610 en su anteproyecto para la vigencia 2027. En el Proyecto de Ley con Enmienda, el Gobierno Nacional le asignó una apropiación consolidada de $95.984.674.420, generando un déficit no cubierto de $15.229.356.190, lo que representa una brecha del 13,7% y un nivel de cobertura asignado del 86,3% respecto al anteproyecto.
Frente al texto original radicado en julio ($95.085.972.103), la Enmienda introdujo un ajuste neto favorable de +$898.702.317 (+0,9%), producto de una adición de +$973.000.000 en gastos de funcionamiento (fijados finalmente en $23.951.000.000 frente a $27.380M solicitados) y un recorte menor de -$74.297.683 en gastos de inversión (fijados en $72.033.674.420 frente a $83.516M solicitados), mientras que el servicio de la deuda por $316.710.162 no recibió apropiación ($0).
El CNMH manifestó que se acoge a la política de disciplina fiscal del Gobierno Nacional y que la reducción de $74,2 millones en inversión será absorbida mediante reprogramación interna de gastos administrativos sin afectar metas misionales. No obstante, la entidad reporta un déficit presupuestal acumulado de $20.907.092.398 en el proyecto BPIN 202500000017817 (Construcción, terminación y puesta en marcha del Museo de Memoria de Colombia Nacional), originado en diferencias entre la viabilización inicial ($85.956M) y las asignaciones del PGN en 2026 (-$7.691M) y 2027 (-$13.215M). Este desfase obligó a tramitar ante el DNP la ampliación del horizonte de ejecución de la obra del Museo hasta la vigencia 2028.

23. [bookmark: _heading=h.vodghui4uy54] UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS (UARIV)

La Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas (UARIV) presentó un anteproyecto presupuestal para 2027 por un valor de $7.275.655.190.000. En el Proyecto de Ley con Enmienda, la entidad obtuvo una asignación de $4.829.290.795.496, consolidando una brecha de financiación de $2.446.364.394.504, lo que equivale a un nivel de desfinanciación del 33,6% y una cobertura del 66,4% sobre sus requerimientos iniciales.
En el trámite legislativo, la Enmienda del 28 de agosto adicionó +$7.540.000.000 en el rubro de funcionamiento con aportes de la Nación (pasando de $1.839.136.100.000 en el texto original a $1.846.676.100.000), con el propósito exclusivo de atender el incremento proyectado en el valor de las indemnizaciones administrativas derivado de la actualización del salario mínimo. 
Por su parte, el presupuesto de inversión se mantuvo inalterado en $2.982.614.695.496 frente a $3.746.953.970.000 solicitados, acumulando un déficit de $764.339.274.504 (-20,4%).
La desfinanciación en inversión impacta gravemente varios proyectos misionales en territorio. La mayor afectación se concentra en el proyecto BPIN 2021011000065 (Implementación de medidas de reparación integral), que presenta un déficit de $386.759.829.296 que frena el cierre de medidas de reparación colectiva a más de 141 sujetos no étnicos con 4.000 acciones pendientes. Asimismo, el proyecto BPIN 2021011000134 (Prevención y atención humanitaria) registra una brecha de $283.411.040.000, dejando sin ayuda humanitaria a 267.415 hogares en transición y 5.823 en inmediatez. Se identifican además faltantes en los BPIN de comunidades étnicas ($46.348M), articulación del SNARIV ($23.637M) y retornos/reubicaciones ($18.525M), a lo que se suma el impacto del bloqueo presupuestal de $1 Billón aplicado por Hacienda sobre las indemnizaciones de la vigencia 2026.
[bookmark: _heading=h.hkqgn75x6q3w]
[bookmark: _heading=h.df7vu3ac3w8w]SECTOR V: SISTEMA DE VERDAD, JUSTICIA, REPARACIÓN Y PAZ

24. [bookmark: _heading=h.32quunwp9hxy]JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ (JEP)
Para la vigencia fiscal 2027, la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP) estructuró un anteproyecto de presupuesto por un monto de $895.754.000.000, el cual se ajustó en la Propuesta de Mediano Plazo (PMP) a $947.642.000.000 al incluir la solicitud inicial para la compra de su sede. En el Proyecto de Ley con Enmienda del 28 de agosto de 2026, la JEP recibió una asignación consolidada de $821.803.000.000, lo que genera una brecha bruta de $73.951.000.000 (-8,3%) frente al anteproyecto oficial de $895.754 millones y de $125.839.000.000 frente a la PMP. No obstante, la entidad aclaró que al descartar el proyecto de adquisición de la sede propia ($41.176 millones) debido a las restricciones fiscales de la Nación, la desfinanciación neta y persistente para la operación misional asciende a $84.633.000.000.
En el análisis de variaciones entre las etapas legislativas, la Enmienda introdujo una adición neta de +$28.858.000.000 (+3,6%) frente a los $792.945.000.000 del texto original radicado en julio. Esta modificación se distribuyó en un incremento de +$44.260.000.000 en gastos de funcionamiento (fijados en $647.684.000.000 frente a $639.432M solicitados), mientras que el rubro de inversión sufrió un recorte de -$15.402.000.000 (-8,1%) frente al texto original, quedando en $174.119.000.000 frente a $307.185M requeridos en la PMP (-43,3% de déficit en inversión), y el servicio de la deuda por $1.025.000.000 fue dejado en $0.
La principal preocupación institucional recae en el esquema de protección para víctimas, comparecientes y demás intervinientes en riesgo extraordinario o extremo, el cual presenta un déficit de $27.502 millones en gastos de funcionamiento. En materia de inversión, los recortes afectan la arquitectura de soluciones tecnológicas, licencias y soporte para la investigación judicial con una desfinanciación de $16.835 millones; el proyecto BPIN de participación integral de las víctimas y desarrollo de actividades judiciales en territorio, con un faltante de $10.832 millones; y las actividades de la Unidad de Investigación y Acusación (UIA), que sufren un desfase de $5.459 millones en su último año de investigación general previo al vencimiento del plazo legal para el ejercicio de la acción penal.

25. [bookmark: _heading=h.mqou9owj9vg1]UNIDAD DE BÚSQUEDA DE PERSONAS DADAS POR DESAPARECIDAS (UBPD)
La Unidad de Búsqueda de Personas dadas por Desaparecidas (UBPD) formuló una solicitud presupuestal integral de $251.752.530.000 en su anteproyecto para la vigencia 2027. En el Proyecto de Ley con Enmienda, la entidad obtuvo una apropiación de $191.210.500.000, lo que consolida una brecha final de financiación de $60.542.030.000, equivalente a un margen de desfinanciación del 24,1% y un nivel de cobertura del 75,9% sobre sus requerimientos iniciales.
Entre el proyecto original de julio ($201.728.000.000) y la Enmienda del 28 de agosto, la UBPD registró una reducción neta de -$10.517.500.000 (-5,2%), producto de un aumento de +$6.119.000.000 en gastos de funcionamiento (aprobados en $131.574.000.000 frente a $139.398M solicitados) y un recorte severo de -$16.636.500.000 en gastos de inversión (pasando de $76.273M en el texto original a $59.636.500.000 en la Enmienda), mientras que el servicio de la deuda por $351.500.000 no recibió asignación ($0). Al comparar la cuota de inversión aprobada ($59.636,5M) frente a la necesidad técnica formulada en el anteproyecto ($112.002,5M), se evidencia una caída drástica del 46,7% (-$52.366M).
Esta contracción en la inversión misional genera una profunda preocupación en la entidad, toda vez que restringe la capacidad de respuesta humanitaria y extrajudicial en los 36 municipios priorizados del país. El recorte afecta los equipos forenses e interdisciplinarios para la prospección, recuperación y análisis de cuerpos en campo abierto, cementerios, fosas y zonas de difícil acceso como el estero de Buenaventura, así como la adopción de tecnología genético-forense. Como consecuencia directa de esta limitación presupuestal, el proyecto de inversión misional de la UBPD solo alcanza para cubrir el 31,9% de las metas programadas, obligando a replegar la presencia territorial directa de la entidad de 24 a solo 9 sedes operativas.


[bookmark: _heading=h.j7rtayz1ldmu]SECTOR VI: ORGANIZACIÓN ELECTORAL

26. [bookmark: _heading=h.3ceg6xu0jjx]REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL (RNEC)
Para la vigencia fiscal 2027, la Registraduría Nacional del Estado Civil (RNEC) formuló un anteproyecto presupuestal consolidado para la Sección 2801 (Organización Electoral) por $9.028.619.076.332. En el Proyecto de Ley con Enmienda radicada el 28 de agosto de 2026, la entidad recibió una asignación de $5.727.267.460.000, de los cuales $4.451.062.000.000 corresponden a la operación directa de la RNEC ($4.271,06 Billones en funcionamiento y $180.000 millones en inversión) y $1.276.205.460.000 al Consejo Nacional Electoral. Este resultado determina una brecha global para el sector electoral de $3.301.351.616.332, equivalente a un margen de desfinanciación del 36,6% y un nivel de cobertura del 63,4% respecto a sus requerimientos integrales.
En la distribución por componentes de gasto de la Registraduría, la Enmienda mantuvo congelado el presupuesto de inversión en $180.000.000.000 frente a un anteproyecto solicitado de $544.652.000.000, acumulando un recorte directo de -$364.652.000.000 (-66,9%) Asimismo, en gastos de funcionamiento, aunque la Enmienda adicionó +$37.685.809.000 frente al texto original de julio para alcanzar $4.271.062.000.000, la entidad reporta un faltante no atendido de $624.843.000.000 para cubrir sus gastos inflexibles de personal y operación descentralizada.
La principal preocupación de la Registraduría radica en que el recorte en inversión desfinancia sustancialmente cuatro proyectos estratégicos: el BPIN 202500000024656 (Mantenimiento y sostenibilidad de la solución integral de registro civil e identificación), con un déficit de $113.420 millones que desabastece la compra de insumos de policarbonato para la cédula digital y licencias móviles; el BPIN 202500000025332 (Transformación del registro civil), recortado a $0 (déficit de $102.801 millones), lo que paraliza la expansión del Registro Civil Digital en línea (nacimiento, matrimonio y defunción); el BPIN 202500000025249 de flujos del sistema de identificación (déficit de $147.040M / asignación $0); y el BPIN 202400000000094 de gestión documental (déficit de $1.391M / asignación $0). En funcionamiento, la falta de los $624.843 millones impide la ampliación de planta en 3.482 cargos y la vinculación de 882 supernumerarios indispensable para dar soporte a 881 municipios donde opera un único registrador, situación de alta vulnerabilidad operativa considerando que el 31 de octubre de 2026 inicia el año preelectoral con la etapa continua de inscripción de cédulas para las elecciones territoriales de octubre de 2027.
27. [bookmark: _heading=h.r7s2ztceqjjg]CONSEJO NACIONAL ELECTORAL (CNE)
El Consejo Nacional Electoral (CNE), corporación perteneciente a la Sección 2801 de la Organización Electoral, contó con una asignación aprobada en la Enmienda del Proyecto de Ley de Presupuesto 2027 de $1.276.205.460.000, dividida en $1.271.205.460.000 para gastos de funcionamiento y $5.000.000.000 para gastos de inversión. No obstante, en la formulación inicial del anteproyecto del sector electoral se contemplaban apropiaciones superiores a los $2,2 Billones para financiar la estructura de control, inspección y vigilancia del proceso democrático.
El ajuste presupuestal representa una reducción de cerca de $900.000 millones frente a las proyecciones iniciales presentadas ante el Ministerio de Hacienda. Tras un ejercicio de racionalización técnica y austeridad presentado durante las audiencias de control político, el CNE indicó que el presupuesto aprobado en el proyecto de ley genera un déficit que requiere una adición presupuestal mínima e indispensable de $300.000.000.000 para garantizar la efectividad de sus funciones constitucionales en la vigencia 2027.
La urgencia del restablecimiento de estos $300.000 millones se fundamenta en tres necesidades críticas de la democracia territorial. En primer lugar, se requiere financiar la vinculación de supernumerarios y el despliegue de tribunales de garantías electorales para realizar el escrutinio, inspección y vigilancia sobre más de 125.000 mesas de votación y entre 125.000 y 130.000 candidatos que participarán en las elecciones de autoridades locales de octubre de 2027. En segundo lugar, la entidad enfrenta un pasivo histórico acumulado de más de $700.000 millones en el pago diferido de reposición de votos y financiación a partidos políticos que abarca más de 21.000 cuentas de campañas anteriores sin auditar. Finalmente, el faltante de recursos limita la transferencia oportuna de las partidas destinadas al ejercicio del derecho a la oposición para las colectividades declaradas independientes o en oposición al Gobierno Nacional.
[bookmark: _heading=h.85d4wjalfmen]
[bookmark: _heading=h.dnjap5xfh1pb]SECTOR VII: RAMA JUDICIAL
[bookmark: _heading=h.ojrw7taxu8qm]
28. [bookmark: _heading=h.5a6vfqsh545]RAMA JUDICIAL / CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA (CSJ)
La Rama Judicial, a través de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial (DEAJ), presentó una solicitud de presupuesto para la vigencia fiscal 2027 por un valor total de $17.535.828.000.000. En el Proyecto de Ley con Enmienda del 28 de agosto de 2026, se le asignó una apropiación de $11.430.238.000.000, lo que consolida un déficit histórico no cubierto de $6.105.590.000.000, equivalente a un margen de desfinanciación del 34,8% y un nivel de cobertura asignado del 65,2% sobre los requerimientos reales del sistema de justicia.
En la distribución por componentes de gasto, la contracción recae severamente sobre los gastos de funcionamiento y el servicio de la deuda, mientras que la inversión fue protegida. En gastos de funcionamiento, frente a un requerimiento de $14.614.078.000.000 se asignaron $9.912.542.000.000, acumulando un déficit de $4.701.536.000.000 (-32,2%), dentro del cual los gastos de personal solicitados por $11.472.085.000.000 fueron aprobados en $9.238.982.000.000 (déficit de $2.233.103.000.000), la adquisición de bienes y servicios por $925.722.000.000 en $589.358.000.000 (déficit de $336.364M), y las transferencias corrientes para sentencias y licencias se redujeron de $2.159.401.000.000 a solo $38.894.000.000 (déficit de $2.120.507M). En el servicio de la deuda, se solicitaban $1.421.750.000.000 y se aprobaron solo $17.696.000.000 para el Acuerdo Marco de Retribución, dejando en $0 el aporte al Fondo de Contingencias de Procesos Judiciales (déficit de $1.404.054.000.000). En contraste, la cuota de inversión solicitada por $1.500.000.000.000 fue respetada e incorporada en un 100%.
La principal preocupación de la administración judicial radica en el incumplimiento del mandato estatutario contenido en el artículo 192C de la Ley 270 de 1996 (modificado por la Ley 2430 de 2024), el cual exige destinar a la Rama Judicial el equivalente al 3% del presupuesto de rentas y recursos de capital del Tesoro Nacional. El faltante en funcionamiento impide la creación permanente de 7.715 cargos solicitados y la continuidad de 2.570 cargos transitorios indispensables para atender un flujo diario de 5.771 tutelas y una demanda procesal que creció 46% entre 2021 y 2025. Además, no se incluyeron los $865.906 millones necesarios para respaldar el pago de la bonificación judicial establecida en la Ley 2594 de 2026 para 37.352 servidores, ni los $2,05 billones para el pago de 21.551 sentencias en mora. Se deja constancia de las excusas e informes remitidos por las Altas Cortes (Corte Suprema de Justicia y Consejo de Estado), cuyas necesidades se consideran agregadas en la exposición del Consejo Superior de la Judicatura, así como la inhibición formal formulada por la Corte Constitucional.
29. [bookmark: _heading=h.38vwuxpymnhw]FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN
La Fiscalía General de la Nación estructuró un anteproyecto de presupuesto para la vigencia 2027 por un valor consolidado de $8.546.156.000.000. En el Proyecto de Ley con Enmienda presentado por el Ministerio de Hacienda, a la entidad se le asignó un presupuesto de $7.060.547.000.000, lo que genera una brecha financiera de $1.485.609.000.000, equivalente a un margen de desfinanciación del 17,4% y un nivel de cobertura del 82,6% sobre las necesidades reales del ente investigador.
El ajuste presupuestal afecta los tres componentes de gasto de la entidad. En gastos de funcionamiento, de $7.744.107.000.000 requeridos, se le asignaron $6.618.841.000.000, determinando un faltante de $1.125.266.000.000 (-14,5%). En el servicio de la deuda, se solicitaron $405.191.000.000 y se aprobaron $173.978.000.000 (recorte de $231.213.000.000 / -57,1%), cuantía que solo alcanza para amortizar el crédito multilateral con el Ministerio de Hacienda pero deja en $0 el pago de sentencias e indemnizaciones en mora. En gastos de inversión, la solicitud de $396.858.000.000 fue recortada a $267.728.000.000, acumulando una pérdida de $129.130.000.000 (-32,5%).
Las mayores preocupaciones de la Fiscalía se focalizan en el rubro de funcionamiento, donde el faltante de $1,12 billones deja desfinanciada la nómina institucional de más de 26.000 servidores e impide cubrir los $560.000 millones requeridos para cumplir con el mandato salarial de la Ley 2594 de 2026 (bonificación judicial). A esta rigidez se suma el impacto del congelamiento de caja por $300.000 millones aplicado en la vigencia 2026, el cual restringió el cierre fiscal de ese año e impidió tramitar vigencias futuras. En materia de inversión, la desfinanciación recae sobre el programa 2999 (Fortalecimiento institucional), recortado en un 40,0% (-$138.585M), lo que pone en riesgo la modernización tecnológica y conectividad de plataformas misionales, la expansión física de la Fiscalía en territorios rurales (solo se cubre presencia en 520 de los 1.100 municipios del país) y el cumplimiento de las obligaciones contractuales para la construcción y operación de la Sede Única de la Fiscalía en Santiago de Cali mediante vigencias futuras.

30. [bookmark: _heading=h.fqzeh732vqn]INSTITUTO NACIONAL DE MEDICINA LEGAL Y CIENCIAS FORENSES (INMLCF)
El Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses (INMLCF) formuló un anteproyecto de presupuesto para la vigencia 2027 por la suma de $846.689.000.000. En el Proyecto de Ley con Enmienda, la entidad recibió una apropiación de $571.900.479.791, lo que consolida un déficit de $274.788.520.209, equivalente a una desfinanciación del 32,5% y una cobertura del 67,5% frente a las proyecciones médico-legales del país.
El desajuste presupuestal impacta fuertemente la operación y la inversión de la institución. En gastos de funcionamiento, se solicitaron $662.016.944.425 y se aprobaron $450.616.000.000, acumulando un déficit de $211.400.944.425 (-31,9%). En gastos de inversión, frente a $184.672.055.575 requeridos en el anteproyecto, la asignación en la Enmienda fue fijada en $121.284.479.791, sufriendo una contracción del 34,3% (-$63.387.575.784).
La desfinanciación en funcionamiento imposibilita realizar el concurso de carrera administrativa especial para superar la condición de provisionalidad que afecta al 99,9% de los servidores, limita la nómina técnica y perpetúa el rezago histórico en la prima de igualdad de los peritos. En inversión, la brecha de $63.387 millones recae íntegramente sobre el programa 2999 (Fortalecimiento del sector Fiscalía), que implica desfinanciar tres proyectos estratégicos: el BPIN 202400000000138 (Construcción, dotación y adecuación de edificios sedes), recortado de $71.048M a $21.803M (-68,7%); el BPIN 202500000024554 de construcción de la sede Soacha (déficit de $3.533M); y el BPIN 202600000013918 de tecnologías e inteligencia artificial (déficit de $10.609M). Adicionalmente, el Instituto no cuenta con recursos para financiar la implementación del Banco Nacional de Perfiles Genéticos Criminalísticos (Proyecto de Ley Estatutaria 448/24 C - 138/24 S) ni para la reconstrucción de la sede regional del Suroccidente en Cali, colapsada por el sismo del 10 de agosto de 2026 (requiere $70.000 millones), a lo que se añade el perjuicio del bloqueo de caja en 2026 por $23.501 millones.

[bookmark: _heading=h.7hybr4psvrpf]SECTOR VIII: ORGANISMOS DE CONTROL

31. [bookmark: _heading=h.g4fj9lcpkxm9]DEFENSORÍA DEL PUEBLO

Para la vigencia fiscal 2027, la Defensoría del Pueblo formuló una solicitud presupuestal integral de $1.459.710.000.000 en su anteproyecto. En el Proyecto de Ley con Enmienda se le fijó una apropiación consolidada de $1.328.900.000.000, lo que genera una brecha presupuestal de $130.810.000.000 y un nivel de cobertura asignado del 91,0% sobre los requerimientos iniciales de la entidad.

En el desglose por rubros, la apropiación aprobada en la Enmienda se distribuye en $1.214.700.000.000 para gastos de funcionamiento y $114.200.000.000 para gastos de inversión. Si bien el monto total asignado de $1,32 Billones permite a la Defensoría recuperar la base de capacidad institucional que tenía en la vigencia 2024 (representando un incremento nominal del 10,5% frente a los $1,20 Billones de 2026), la entidad advirtió que no se cubren las adiciones necesarias para saldar deudas históricas operativas y de personal.

La principal urgencia institucional se concentra en el Servicio del Sistema Nacional de Defensoría Pública, el cual arrastra un rezago acumulado del 32,71% en los honorarios de 4.133 defensores públicos desde 2018 (periodo en el que el IPC subió 52,47% y los incrementos a honorarios solo sumaron 19,76%), requiriéndose una adición de $57.521.000.000 en transferencias corrientes para nivelar sus ingresos frente a una carga promedio de 120 procesos por defensor. Adicionalmente, se registran faltantes por $21.289.000.000 para ampliar la capacidad de las unidades especializadas en violencia de género y el programa *Buen Futuro* (pasando de 92 a 439 defensores), y un déficit de $52.000.000.000 en inversión para la reconstrucción y adecuación de sedes regionales críticas como Chocó (afectada por sismo), Risaralda, Tumaco, San Andrés y Magdalena Medio. La entidad destacó que a corte de agosto de 2026 registra una ejecución del 73,5%, superior al promedio nacional.

32. [bookmark: _heading=h.g74zhrcy1rfk] CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA (CGR)

La Contraloría General de la República (CGR) proyectó necesidades presupuestales totales por $1.904.986.000.000 en su anteproyecto para la vigencia 2027. En el Proyecto de Ley de Presupuesto General de la Nación con Enmienda, el órgano de control fiscal recibió una asignación consolidada de $1.569.290.000.000, lo que determina una brecha de financiación de $335.696.000.000, equivalente a un margen de desfinanciación del 17,6% y una cobertura del 82,4% sobre sus requerimientos integrales.

El desajuste fiscal recae de manera drástica sobre el presupuesto de inversión misional, mientras que los gastos de funcionamiento se encuentran garantizados al haberles asignado $1.486.946.000.000 en la Enmienda frente a $1.466.366.000.000 solicitados. En inversión, frente a una necesidad técnica sustentada de $394.210.000.000 para ocho proyectos BPIN, el presupuesto asignado fue recortado a $140.000.000.000 en la versión inicial del proyecto de ley y finalmente a $82.344.000.000 en la Enmienda de agosto, lo que consolida un recorte severo de -$311.866.000.000 (-79,1% de déficit en inversión) y deja en $0 el rubro del servicio de la deuda solicitada por $44.409.000.000.

La principal preocupación planteada por la Contraloría radica en que la drástica caída del presupuesto de inversión suspende el plan de modernización tecnológica e infraestructura del control fiscal en el país. La desfinanciación afecta de forma directa el proyecto de modernización tecnológica BPIN del Programa 2599, recortado en $178.872 millones requeridos para actualizar hardware, redes y ciberseguridad; el proyecto de modernización física de sedes regionales con hacinamiento y riesgo en Huila, Magdalena, San Andrés, Cauca, Nariño y Amazonas ($115.000 millones desfinanciados); el fortalecimiento del control preventivo y concomitante en la Dirección de Información, Análisis y Reacción Inmediata - DIARI, que requiere $50.450 millones para herramientas de inteligencia artificial y data lake; y partidas esenciales para disponibilidad documental ($24.000M), presencia territorial en zonas PDET y posconflicto ($7.063M), transformación de la gestión pública ($6.618M), capacitación de 3.144 nuevos funcionarios ($6.423M) e incidencia del control social ($5.785M).

33. [bookmark: _heading=h.sf6z37yla53n] AUDITORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA (AGR)

La Auditoría General de la República (AGR) estructuró un anteproyecto de presupuesto para la vigencia 2027 por la suma de $100.888.427.549, requiriendo $78.067.000.000 para gastos de funcionamiento y $22.821.000.000 para gastos de inversión. En el Proyecto de Ley con Enmienda, la entidad obtuvo una asignación de $80.637.000.000, discriminada en $70.887.000.000 para funcionamiento y $9.750.000.000 para inversión, lo que consolida un déficit de $20.251.427.549, equivalente a una desfinanciación del 20,1% y un nivel de cobertura del 79,9% frente a sus proyecciones.

El ajuste presupuestal impacta principalmente la cuota de inversión misional, la cual sufrió una reducción acumulada del 57,3% (-$13.071.000.000) al pasar de $22.821 millones solicitados a $13.000 millones en el proyecto inicial y a $9.750 millones en la Enmienda. Adicionalmente, el rubro de funcionamiento registra un recorte de cerca de $7.180 millones respecto a las necesidades de nómina y gastos de operación.

La entidad resaltó que su presupuesto representa tan solo el 0,013% del Presupuesto General de la Nación, pero sobre ella recae la responsabilidad constitucional de vigilar y auditar la gestión fiscal de la Contraloría General de la República y de las 67 contralorías territoriales del país. El recorte de $13.071 millones en inversión desfinancia la ejecución del Plan Estratégico 2024-2027, limitando los procesos auditores en territorio, la transformación digital del control fiscal, el fomento de la participación ciudadana y las herramientas tecnológicas para verificar la transparencia de las contralorías departamentales y municipales. La AGR destacó que en los últimos tres años ha alcanzado ejecuciones presupuestales superiores al 99%, viéndose afectada únicamente en 2025 por el congelamiento del 13% de sus recursos.

34. [bookmark: _heading=h.kxevcon9550n] PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN (PGN)

La Procuraduría General de la Nación (PGN), entidad citada perteneciente al Sector VIII de Organismos de Control, no remitió informe escrito de respuesta al cuestionario de control político ni registró asistencia o intervención presencial en las audiencias públicas celebradas los días 9 y 16 de septiembre de 2026, habiendo presentado excusa formal registrada en la secretaría de la Comisión. Por consiguiente, se deja constancia formal de su falta de participación e informe técnico en el seguimiento presupuestal institucional.

[bookmark: _heading=h.t6y0szx7zewh]III.	CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES DE LA SUBCOMISIÓN

De un análisis financiero consolidado de las 30 entidades y unidades ejecutoras pertenecientes al sector de interés para la Comisión Primera, se evidencia un ostensible desajuste entre las necesidades consignadas en sus anteproyectos presupuestales y la asignación en el Proyecto de Ley No. 152 de 2026 Cámara / 111 de 2026 Senado con Enmienda del 28 de agosto de 2026. Esto representa una contracción neta de -$4,41 Billones de pesos (-7,8%) y consolidando un déficit global de $43,65 Billones de pesos ($ 43.653.070.011.630 COP), así como un margen de desfinanciación del 45,5% sobre los requerimientos misionales de estos sectores.

Asimismo, vemos que entre el 80% y el 90% del presupuesto asignado a las instituciones del sector se encuentra comprometido en gastos de funcionamiento lo cuales son inflexibles e ineludibles y se traducen en expensas para, por ejemplo, el pago de nóminas permanentes, servicios de seguridad, arrendamientos, servicios públicos y contingencias legales. El ajuste fiscal recayó drásticamente sobre las partidas de inversión misional (proyectos BPIN).

Se destacan contracciones severas en inversión para:

· El Instituto Geográfico Agustín Codazzi (-94,1% / $2,23 Billones de déficit)
· La Registraduría Nacional (-66,9% / $364.652M de déficit)
· La Auditoría General (-57,3% / $13.071M de déficit)
· La Unidad de Búsqueda de Personas Desaparecidas (-46,7% / $52.366M de déficit)
· La Fiscalía General (-32,5% en el programa 2999 de tecnología y sedes)
· La Agencia para la Reincorporación (-94,5% en proyectos misionales)

La Ley 2594 de 2026 (Bonificación Judicial) fue expedida sin un respaldo de caja correspondiente en el PGN 2027, produciendo una desfinanciación para la nómina de personal por un valor directo de $560.000 millones en la Fiscalía General y de $865.906 millones en la Rama Judicial para 37.352 servidores.

Por otro lado, el artículo 192C de la ley 270 de 1996, modificada por la Ley 2430 de 2024 aprobó una asignación para la Rama Judicial ($11,43 Billones) pero en el PGN 2027 se incumple el piso legal mínimo frente a las necesidades sustentadas por la Administración de Justicia ($17,54 Billones), deviniendo en una brecha de $6,11 Billones (34,8%) para la implementación de dicha asignación.

La Rama Judicial acumula una mora de 45 meses en el pago de 21.551 sentencias condenatorias por $2,05 Billones, mientras que la Agencia de Defensa Jurídica del Estado (ANDJE) registra la omisión total de los $39.355 millones requeridos para indemnizaciones en virtud de la Ley 288 de 1996, al igual que un déficit de $32.904 millones, arriesgando de esta forma la defensa de la nación en 64 arbitrajes internacionales CIADI y demandas ante la Corte IDH. 

El Sistema Nacional de Defensoría Pública mantiene un rezago acumulado del 32,71% en la nivelación de honorarios de 4.133 defensores públicos frente a la inflación desde 2018, requiriendo $57.521 millones adicionales que no están incluidos en el PGN 2027. 

La Registraduría Nacional del Estado Civil (RNEC) y el Consejo Nacional Electoral (CNE) enfrentan un faltante combinado que desfinancia la expansión del Registro Civil Digital ($102.801M) que incluyen:

· El mantenimiento de la cédula digital ($113.420M)
· La ampliación de planta en 3.482 cargos para evitar registradores únicos
· La logística de inspección y tribunales de garantías electorales de los $300.000 millones solicitados por el CNE para los comicios territoriales de 2027

La Unidad para las Víctimas (UARIV) registra una brecha de $2,45 Billones que frena la reparación colectiva de 141 sujetos; la ARN pierde el 94,5% de su inversión afectando la habitabilidad de los antiguos ETCR ($66.184M) ; la JEP mantiene una desfinanciación neta de $84.633 millones en esquemas de protección y salas de justicia; y la UBPD sufre un recorte que la obliga a reducir su presencia territorial de 24 a solo 9 sedes operativas.
[bookmark: _heading=h.tnavi5x5n986]RECOMENDACIONES A LAS COMISIONES ECONÓMICAS Y A LAS PLENARIAS DEL CONGRESO:

· Incorporar a las partidas presupuestales los recursos para respaldar la implementación de la Ley 2594 de 2026 (bonificación judicial) por un monto total de $1,42 Billones de pesos ($865.906M en la Rama Judicial y $560.000M en la Fiscalía General).

· Adicionar $130.511M en funcionamiento y $16.817M en inversión para la custodia, salud y alimentación de la PPL en el INPEC para superar el Estado de Cosas Inconstitucional (ECI) en infraestructura carcelaria.

· Restituir $34.377M a la ANDJE para la defensa de litigios internacionales y pago de la Ley 288 de 1996.

· Adicionar $300.000 millones al Consejo Nacional Electoral (CNE) para la instalación de tribunales de garantías y logística del año preelectoral 2027.

· Incluir $364.652 millones en los proyectos BPIN de la Registraduría Nacional para asegurar el Registro Civil Digital y la plataforma tecnológica de identificación.

· Incrementar en $52.366 millones la inversión de la UBPD para evitar el repliegue de sus 24 sedes territoriales.

· Incluir una disposición especial en el texto de la Ley de Apropiaciones del PGN 2027 que autorice la ampliación del techo de gasto del Fondo Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana (FONSECON), permitiendo apropiar e invertir la totalidad del recaudo efectivo proyectado y los $2,05 Billones de pesos represados en la CUN para financiar infraestructura de seguridad ciudadana en las regiones.
.
· Recomendar al Ministerio de Hacienda evaluar el levantamiento de los congelamientos y bloqueos de apropiaciones aplicados durante la vigencia 2026 a los  $1,18 Billones en la Rama Judicial, $300.000M en la Fiscalía, $337.637M en la USPEC, $98.717M en la Contraloría, $77.395M en MinJusticia y $15.265M en la ARN, con el fin de mitigar el impacto de los rezagos en caja del 2026 sobre la operación fiscal de la vigencia 2027.

· Solicitar al Gobierno Nacional que la aplicación de los Planes Internos de Austeridad del Gasto (Decreto 0618 de 2026 y Ley 2155 de 2021) se concentre de manera estricta sobre rubros administrativos suntuarios y no esenciales, garantizando que las medidas de austeridad no se traduzcan en la parálisis de los servicios públicos de justicia y seguridad ciudadana.

[bookmark: _heading=h.4ge2qghrc7i2]IV.	PROPOSICIÓN

Los Representantes miembros de la subcomisión de presupuesto ponemos a consideración y solicitamos a los miembros de la Honorable Comisión Primera de la Cámara de Representantes se apruebe el informe de subcomisión presentado para que éste sea enviado y sustentado ante las comisiones económicas en cumplimiento de las disposiciones de la Ley 3ra de 1992. 

De los Honorables Representantes,





JULIO CÉSAR TRIANA QUINTERO 		MIGUEL ANGEL PINTO RUEDA
Representante a la Cámara 			Representante a la Cámara





JUAN DAVID LONDOÑO ARANGO 		DANIEL MAURICIO MONROY H.
Representante a la Cámara 			Representante a la Cámara





MÓNICA KARINA BOCANEGRA P.	FRANKLIN DEL CRISTO LOZANO 
Representante a la Cámara 			Representante a la Cámara
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